
 

 

 

Decreto n.º XX/2026, de XX de XXXX, por el que se establecen las normas de respeto y 

disciplina en materia de convivencia escolar en los centros docentes no universitarios 

sostenidos con fondos públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

 

 

La educación es un derecho fundamental para el desarrollo integral de nuestros jóvenes y 

para la construcción de una sociedad más justa, responsable y democrática, debiendo 

ejercerse en condiciones de respeto y convivencia pacífica. Los centros educativos no solo 

deben ser espacios de aprendizaje académico, sino también auténticos modelos de 

convivencia, donde se fomente el respeto, la disciplina y la ciudadanía activa y en el que los 

docentes puedan ejercer su labor con autoridad. 

El Decreto 16/2016, de 9 de marzo, ha sido durante una década el marco regulador de la 

convivencia en los centros docentes sostenidos con fondos públicos de la Región de Murcia. 

No obstante, la evolución de la normativa educativa, la consolidación de la Ley 1/2013, de 15 

de febrero, de Autoridad Docente en nuestra Comunidad, así como los protocolos 

autonómicos de bienestar emocional y prevención del acoso escolar, hacen necesaria una 

revisión profunda que adapte el marco jurídico a la realidad actual. 

Además, la oportunidad de esta reforma se sustenta en la necesidad de dar respuesta a 

fenómenos emergentes como el uso inadecuado de dispositivos digitales, el incremento de 

conductas disruptivas en etapas tempranas, la aparición de nuevas formas de acoso, incluido 

el ciberacoso y la difusión de contenidos generados mediante inteligencia artificial, y la 

exigencia de proteger la integridad física y moral de todos los miembros de la comunidad 

educativa. Asimismo, se pretende garantizar la igualdad real y efectiva, prevenir cualquier 

forma de discriminación y asegurar la protección de datos personales en entornos digitales. 

Este decreto regula las normas de respeto y disciplina en los centros docentes, con el firme 

propósito de consolidar un entorno propicio para el estudio y la formación integral de nuestro 

alumnado. Es innegable que el ejercicio de la autoridad docente y el establecimiento de 

normas claras son esenciales para asegurar que los estudiantes comprendan y asuman sus 

responsabilidades en el marco educativo. La disciplina, entendida como la capacidad de 

actuar con respeto hacia uno mismo y hacia los demás, debe ser un principio rector en 

nuestras aulas, formando el carácter y los valores que guiarán a nuestros jóvenes en su vida 

futura. 

Se debe subrayar que las medidas correctoras que se podrán aplicar cuentan con una 



 

 

 

única finalidad de carácter educativo y forman parte del desarrollo educativo del alumno. Por 

tanto, responden a la naturaleza propia del ámbito escolar, diferenciada del ámbito 

sancionador de carácter administrativo. 

Los centros educativos actúan como garantes del derecho a la educación y de que en los 

mismos se dé un clima de convivencia, respeto y disciplina que permita el ejercicio de la 

actividad lectiva necesaria para el desarrollo integral, social y educativo de nuestro alumnado. 

De acuerdo con los datos recogidos en el informe TALIS 2024 de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el profesorado en España destina una 

proporción notable del tiempo lectivo a la gestión de la disciplina y al restablecimiento del 

orden en el aula —en torno al 18 % en educación secundaria y hasta un 20 % en educación 

primaria—, porcentajes que superan el promedio de los países de la OCDE. Esta situación 

restringe de manera efectiva el tiempo destinado a la enseñanza y al aprendizaje, incidiendo 

negativamente en la calidad educativa y en el clima de convivencia en los centros docentes. 

El considerable esfuerzo que implica garantizar un entorno ordenado y propicio para el 

aprendizaje supone un desafío constante que puede generar desmotivación y reducir la 

satisfacción profesional del docente. En este sentido, se hace preciso poner en valor su 

función esencial dentro del sistema educativo, reforzando el reconocimiento institucional y 

social de su labor cotidiana, así como su papel decisivo en la formación integral del alumnado. 

Asimismo, las dificultades crecientes para incorporar y retener nuevos profesionales en la 

enseñanza ponen de manifiesto la necesidad de fortalecer las condiciones que favorecen el 

ejercicio pleno de la labor educativa. Promover un marco que dignifique y potencie la actividad 

docente, acompañado de políticas que refuercen su reconocimiento, como el presente 

decreto, contribuye a mejorar la calidad del sistema y a fomentar nuevas vocaciones, 

garantizando la sostenibilidad y el prestigio de la profesión docente. 

La adquisición de hábitos de disciplina y respeto no solo es crucial para el desarrollo 

individual de cada estudiante, sino que también es un derecho de todos aquellos que asisten 

a los centros educativos. Las conductas que atentan contra este principio no solo afectan a 

quienes las llevan a cabo, sino que comprometen el derecho a la educación de sus 

compañeros. Por ello, es fundamental establecer medidas claras y efectivas que promuevan 

un ambiente seguro y respetuoso para todos. 

Con esta reforma, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia reafirma su compromiso 

con una educación de calidad, basada en valores democráticos y en la formación integral del 

alumnado, asegurando que los centros educativos sean espacios seguros, ordenados y 



 

 

 

orientados al estudio, donde se respete el derecho a la educación de todos y se promueva el 

desarrollo personal y social en un marco de convivencia positiva. 

El presente decreto se estructura en cuatro títulos: el título preliminar establece las 

disposiciones generales, el primero se centra en las actuaciones para la mejora de la 

convivencia escolar, el segundo describe los procedimientos para la prevención y resolución 

de conflictos y finalmente el tercero enumera las conductas contrarias a las normas de 

convivencia y desarrolla las medidas correctoras y los procedimientos de aplicación.  

La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en virtud del artículo 16 de la Ley 

Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia, tiene 

atribuida la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su 

extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 27 de la Constitución Española y leyes orgánicas que conforme al apartado 1 del 

artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio de las facultades que atribuye al Estado 

el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y 

garantía. 

El presente decreto se adecúa a los principios de buena regulación previstos en el artículo 

129.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común en las 

Administraciones Públicas. En el ejercicio de la potestad reglamentaria, las Administraciones 

Públicas actuarán de acuerdo a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 

seguridad jurídica, transparencia y eficiencia. 

En el proceso de elaboración de este decreto se ha tenido en cuenta el dictamen emitido 

por el Consejo Escolar de la Región de Murcia. 

En virtud de todo lo anterior, a propuesta del Consejero de Educación y Formación 

Profesional, de acuerdo / oído el Consejo Jurídico de la Región de Murcia y previa deliberación 

del Consejo de Gobierno en su reunión del día xx 

 

 

Dispongo 

Título Preliminar 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. El presente decreto tiene por objeto regular las normas de respeto y disciplina que han 

de observarse en los centros docentes no universitarios sostenidos con fondos públicos de la 



 

 

 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, con el fin de garantizar la convivencia y el 

desarrollo del proceso de enseñanza‑aprendizaje en condiciones de orden, respeto y 

seguridad, reforzando la autoridad docente y la eficacia de las medidas preventivas y 

correctoras. 

2. La continuidad del servicio educativo se asegurará adoptando, en su caso, medidas 

inmediatas y proporcionadas que eviten la perturbación del derecho a la educación del 

conjunto del alumnado.  

 

Título I 

Actuaciones para la mejora de la convivencia 

Capítulo I 

Principios generales de actuación 

Artículo 2. Principios rectores. 

Las medidas y actuaciones reguladas en el presente decreto para favorecer la convivencia 

escolar se regirán por los siguientes principios rectores: 

a) El desarrollo de los procesos de enseñanza y de aprendizaje en un clima de respeto 

mutuo. 

b) La disciplina educativa y el debido respeto a todas las personas de la comunidad 

educativa. 

c) El reconocimiento del mérito, el esfuerzo, la capacidad, las buenas conductas y la 

educación del carácter.  

d) El principio de igualdad y no discriminación. 

e) La implicación de todos los miembros de la comunidad educativa para conseguir un 

clima escolar adecuado y la colaboración de las familias en el cumplimiento de las normas de 

convivencia, así como en los procesos que ayuden a prevenir, evitar y resolver pacíficamente 

los conflictos de convivencia que tengan lugar en el centro. 

f) El valor de las medidas y actuaciones de carácter preventivo y el establecimiento de 

procedimientos de resolución pacífica de conflictos a través de acuerdos y compromisos de 

convivencia o mediante el uso de la mediación escolar, sin perjuicio de las acciones 

correctoras que puedan ejercerse para garantizar el cumplimiento de las normas de 



 

 

 

convivencia en los centros. 

g) El compromiso de la Administración educativa de establecer líneas de colaboración 

con otras administraciones o instituciones para favorecer la mejora de la convivencia escolar. 

La actuación de los centros tendrá en cuenta estos principios rectores y equilibrará el 

derecho a la educación del alumno con el derecho del resto del alumnado a recibirla en un 

entorno adecuado, aplicando medidas correctoras con carácter educativo y recuperador y 

garantizando los derechos de terceros. 

 

Capítulo II 

Normas de organización, funcionamiento y convivencia 

Artículo 3. El Plan de convivencia escolar. 

1. Conforme a lo establecido en el artículo 124.1 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 

mayo, de Educación, los centros deberán elaborar un Plan de convivencia, que se incorporará 

al Proyecto educativo y que recogerá y concretará los principios y valores que orientan la 

convivencia en el centro. 

2. El Plan de convivencia se inspirará en el ejercicio y respeto de los derechos y deberes 

establecidos en el presente decreto y en la normativa vinculada, como base esencial de la 

convivencia entre todos los miembros de la comunidad educativa. Asimismo, fomentará la 

aplicación de medidas de prevención del acoso en todas sus formas, de cualquier tipo de 

violencia y de actitudes de discriminación, con el fin de lograr un buen clima de convivencia 

dentro del centro educativo y en el desarrollo de cualquier actividad complementaria o 

extraescolar, así como en el uso de los servicios complementarios. 

3. El Plan de convivencia escolar deberá contener, además de lo dispuesto en la 

normativa vigente, al menos: 

a) Referencia al presente decreto y a la normativa que lo desarrolla. 

b) Análisis del centro y de la situación de la convivencia que comprenderá: 

i) Características del centro y su entorno. 

ii) Estado de la convivencia y análisis de los conflictos más frecuentes. 

c) Objetivos que se pretenden conseguir con el desarrollo del plan. 

d) Actuaciones y medidas previstas: 



 

 

 

i) Actuaciones para favorecer la integración del alumnado de nuevo ingreso, tanto 

en el aula como en el centro. 

ii) Actuaciones específicas para la prevención y el tratamiento de la violencia de 

cualquier índole y del acoso escolar realizado por cualquier medio con el fin de 

fomentar un buen clima de convivencia en el ámbito escolar. 

iii) Actuaciones previstas para prevenir, detectar y resolver pacíficamente los 

conflictos a través del diseño de estrategias concretas de intervención y de 

prácticas restaurativas. 

e) Normas de convivencia y conducta, conforme a lo que se dispone en el artículo 4 y en 

el título III. 

f) Difusión del Plan de convivencia. 

4. Al finalizar el curso escolar, el centro educativo, a través del Consejo Escolar, evaluará 

el desarrollo del Plan de convivencia introduciendo las modificaciones que sean pertinentes 

para la consecución de sus objetivos. 

Artículo 4. Normas de convivencia y conducta. 

1. Las normas de convivencia y conducta, recogidas en el Plan de convivencia, serán de 

obligado cumplimiento y deberán contribuir a crear el adecuado clima de respeto, así como 

de responsabilidad y esfuerzo en el aprendizaje necesarios para el funcionamiento de los 

centros docentes. 

2. Las normas de convivencia y conducta deberán contener, al menos: 

a) Concreción de los derechos y cumplimiento de los deberes de los alumnos, 

adecuándolos a la etapa y curso.  

b) Las normas de comportamiento en clase y en el desarrollo de actividades lectivas, 

complementarias, extraescolares y servicios complementarios en cuanto a horarios y uso de 

las instalaciones y recursos; autorización para usar móviles y dispositivos electrónicos por 

razones de necesidad y excepcionalidad; indumentaria, higiene, alimentación, así como 

aquellas otras que se considere oportunas para el buen funcionamiento de las mismas. 

c) La tipificación de las conductas contrarias a las normas de convivencia y las medidas 

correctoras aplicables en caso de incumplimiento, conforme a lo establecido en el título III. 

d) Las actuaciones para la resolución pacífica de conflictos, con especial atención a las 

actuaciones de prevención de la violencia de género, igualdad y no discriminación. 

3. Los centros, dentro de su autonomía y en el marco de la legislación vigente, podrán 



 

 

 

establecer aquellas otras medidas preventivas que contribuyan a la mejora de la convivencia 

escolar. 

Artículo 5. Normas de organización y funcionamiento. 

Los centros educativos, conforme a lo establecido en el artículo 120 de la Ley Orgánica 

2/2006, de 3 de mayo, dispondrán de autonomía para elaborar y aplicar sus propias normas 

de organización y funcionamiento, así como la organización de los espacios y el uso de sus 

instalaciones y servicios en el marco de la legislación vigente. 

El documento de organización y funcionamiento del centro formará parte de la 

Programación general anual. 

Artículo 6. Prohibición de dispositivos móviles y electrónicos. 

1. El uso de teléfonos móviles y otros dispositivos electrónicos por parte del alumnado en 

los centros docentes queda prohibido durante la jornada escolar. Esta jornada se entiende 

como el periodo que abarca el horario lectivo, el tiempo de recreo y los periodos dedicados al 

desarrollo de actividades complementarias y extraescolares, salvo que su utilización esté 

expresamente contemplada en el proyecto educativo del centro con fines didácticos. Se 

considerará uso cualquier situación en la que dichos dispositivos se mantengan operativos. 

2. Asimismo, los centros docentes podrán establecer en sus normas de convivencia 

limitaciones adicionales sobre el uso de estos dispositivos en otros periodos, actividades y 

espacios que sean de su competencia. 

3. Se autorizará el uso de teléfonos móviles y dispositivos electrónicos a aquellos 

alumnos que lo requieran por razones de necesidad y excepcionalidad, de acuerdo con lo 

dispuesto en la normativa de convivencia del centro. 

Artículo 7. El Observatorio para la Convivencia Escolar de la Región de Murcia. 

El Observatorio para la convivencia escolar de la Región de Murcia es un órgano colegiado 

que sirve de instrumento a la comunidad educativa y a la sociedad para conocer, analizar y 

evaluar la convivencia en los centros docentes y ejercerá las funciones establecidas en el 

artículo 3 del Decreto 276/2007, de 3 de agosto, por el que se regula el Observatorio para la 

Convivencia Escolar en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

 

Capítulo III 

Distribución de competencias para favorecer la convivencia escolar 



 

 

 

Artículo 8. El Director del centro. 

1. El director, en el ejercicio de las competencias que le confiere el artículo 132 de la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, favorecerá la convivencia en el centro; garantizará la 

mediación en la resolución de los conflictos, que se aplicará cuando la considere la vía más 

adecuada, establecerá medidas claras para la imposición de límites en comportamientos 

contrarios a las normas de convivencia, asegurando que el centro sea un lugar dedicado al 

estudio y aprendizaje, e impondrá las medidas correctoras que correspondan al alumnado, en 

cumplimiento de la normativa vigente, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Consejo 

Escolar en el artículo 127 de la citada ley. 

Igualmente, impulsará la colaboración con las familias, con instituciones y con organismos 

que faciliten la relación del centro con el entorno, y fomentará un clima escolar que favorezca 

el estudio y el desarrollo de cuantas actuaciones propicien una formación integral en 

conocimientos y valores del alumnado.  

2. El director es el órgano competente para valorar la gravedad de las conductas o 

hechos cometidos, así como para decidir la iniciación y resolución de los procedimientos 

preventivos o correctivos previstos en el presente decreto. Asimismo, supervisará el 

cumplimiento efectivo de las medidas preventivas o correctoras impuestas a los alumnos en 

los términos en que estas hayan sido adoptadas. 

3. El director, en el ejercicio de sus funciones, podrá delegar en los profesores, tutores y 

jefes de estudios la competencia para imponer las medidas correctoras en los términos 

previstos en el título III. 

El acuerdo del director por el que delegue las facultades correctoras podrá realizarse con 

carácter genérico y permanente, sin perjuicio de la posibilidad del órgano delegante de revocar 

la delegación o de avocar para sí el conocimiento de algún asunto concreto. Tanto la 

delegación como su revocación deberán incluirse en las normas de convivencia y conducta 

del centro para su público conocimiento por los miembros de la comunidad educativa. 

4. El director comunicará, simultáneamente, al Ministerio Fiscal o autoridad judicial, a las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, a la Consejería con competencias en materia de educación 

y, en su caso, a la Consejería con competencias en materia de protección de menores, 

cualquier hecho que pudiera ser constitutivo de delito o falta, según las leyes penales vigentes, 

sin perjuicio de que se adopten las medidas cautelares o correctoras que procedan para evitar 

la continuidad de las conductas presuntamente delictivas. 

Artículo 9. El Jefe de estudios del centro. 



 

 

 

1. El jefe de estudios es el responsable directo, además del director, de la aplicación de 

las normas de convivencia y conducta. Corresponde al jefe de estudios coordinar y dirigir las 

actuaciones establecidas en el Plan de convivencia del centro. Por ello, deberá llevar control 

de las actuaciones llevadas a cabo por los alumnos contra las normas de convivencia, así 

como de las medidas correctoras impuestas, debiendo informar de ellas, a los padres, madres 

o tutores legales de los alumnos si estos son menores de edad. 

2. El jefe de estudios, por delegación del director y bajo su supervisión podrá, de acuerdo 

con lo dispuesto en el título III, imponer las medidas que se lleven a cabo en el centro, 

procurando siempre que el clima de convivencia no se vea alterado. 

Artículo 10. Competencias del profesorado. 

1. El Claustro de profesores, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, tendrá conocimiento de la resolución de conflictos y la 

imposición de medidas correctoras, y velará por que estas se atengan a la normativa vigente. 

Asimismo, podrá proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro. 

2. Los profesores son los responsables, en primera instancia, de la prevención de 

conflictos y del respeto a las normas de convivencia y conducta, y contribuirán a que las 

actividades del centro se desarrollen en un clima de respeto, tolerancia, de participación y de 

libertad, para fomentar en los alumnos los valores de la ciudadanía democrática y de la cultura 

de paz, conforme a lo establecido en el artículo 91.1 apartado g) de la citada ley. 

3. Los tutores coordinarán a los profesores que impartan docencia al grupo de alumnos 

de su tutoría y serán los intermediarios entre profesores, alumnos y padres, madres o tutores 

legales, en su caso, cuando existan situaciones conflictivas que alteren la convivencia en el 

centro. 

4. Los orientadores educativos, en el marco de sus funciones, desempeñarán las 

siguientes actuaciones dirigidas a la mejora de la convivencia escolar: 

a) Asesoramiento al profesorado en la reducción y extinción de problemas de 

comportamiento y en estrategias de prevención de los mismos. 

b) Diseño de planes de actuación específicos para la mejora de la convivencia, dirigidos 

al alumnado que presente alteraciones graves de conducta. 

c) Colaboración con la jefatura de estudios en la adecuación del Plan de acción tutorial 

al Plan de convivencia del centro, impulsando y programando dentro del mismo la realización 

de actividades que favorezcan un buen clima de convivencia escolar, y la prevención y 

resolución pacífica de conflictos. 



 

 

 

5. Los profesores de servicios a la comunidad realizarán, en aquellos centros que 

cuenten con los mismos, las funciones propias de su especialidad relacionadas con la 

convivencia escolar, desarrollando actuaciones específicas de mediación y seguimiento del 

alumnado y sus familias. 

Artículo 11. El Consejo Escolar del centro. 

El Consejo Escolar del centro, al amparo de lo dispuesto en el artículo 127 de la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, tendrá las siguientes competencias: 

a) Aprobar y evaluar el Plan de convivencia escolar. 

b) Conocer la resolución de conflictos y velar por que se atengan a la normativa vigente. 

c) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igualdad 

efectiva de mujeres y hombres, la no discriminación, la prevención del acoso escolar y de la 

violencia de género y la resolución pacífica de conflictos.  

d) Cuando las medidas correctoras adoptadas por el director correspondan a conductas 

gravemente perjudiciales para la convivencia el Consejo Escolar, a instancia del alumno o de 

sus padres, madres o tutores legales, si el alumno es menor de edad, podrá revisar la decisión 

adoptada y proponer, en su caso, las medidas oportunas. 

Artículo 12. Coordinación y seguimiento de la convivencia en el centro educativo. 

1. En el seno del Consejo Escolar se constituirá una comisión de convivencia cuya 

finalidad será garantizar una correcta aplicación de lo dispuesto en el presente decreto y en 

el Plan de convivencia del centro. 

2. La Comisión de Convivencia estará formada por el director, que será su presidente, el 

jefe de estudios, un representante del profesorado, un representante del alumnado y un 

representante de los padres elegidos por y entre los representantes de cada sector en el 

Consejo Escolar del centro. 

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 124.5 de la LOE, la dirección del centro 

nombrará un coordinador de convivencia, bienestar y protección quien colaborará con el 

equipo directivo en la coordinación de las actividades previstas para la consecución de los 

objetivos del Plan de convivencia sin perjuicio del resto de atribuciones contempladas en el 

artículo 35 de la Ley Orgánica 8/2021 de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 

adolescencia frente a la violencia. 

4. Si la persona coordinadora de convivencia, bienestar y protección no forma parte de 



 

 

 

la comisión de convivencia como representante del profesorado en el Consejo Escolar, asistirá 

a las reuniones de la comisión de convivencia, con voz pero sin voto. 

 

Capítulo IV 

Derechos y deberes de los padres, alumnos y profesores 

Artículo 13. Derechos de los padres, madres o tutores legales. 

1. Los padres, madres o tutores legales tienen los derechos reconocidos en el artículo 

4.1 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. 

2. La Administración educativa garantizará el ejercicio de los derechos reconocidos en el 

apartado anterior. Con especial atención, y de acuerdo con los principios informadores de este 

decreto, garantizará el derecho a:  

a) A participar en el proceso de enseñanza y aprendizaje de sus hijos y estar informados 

sobre su progreso educativo.  

b) A participar en la organización, funcionamiento, gobierno y evaluación del centro 

educativo, a través del Consejo Escolar y en la comisión de convivencia.  

c) A ser oídos en aquellas decisiones que afecten a la orientación académica y 

profesional de sus hijos y a solicitar ante el Consejo Escolar la revisión de las resoluciones 

adoptadas por la dirección del centro frente a conductas que perjudiquen gravemente la 

convivencia. 

Artículo 14. Deberes de los padres, madres o tutores legales. 

1. Los padres, madres o tutores legales tienen los deberes reconocidos en el artículo 4.2 

de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. 

2. La Administración educativa velará por el cumplimiento de los deberes indicados en el 

apartado anterior. Con especial atención, y de acuerdo con los principios informadores de este 

decreto, velará por el cumplimiento de los siguientes deberes: 

a) Conocer, participar y apoyar la evolución del proceso educativo de sus hijos, 

estimularlos hacia el estudio e implicarse de manera activa en la mejora de su rendimiento y, 

en su caso, de su conducta. 

b) Adoptar las medidas necesarias, recursos y condiciones que faciliten a sus hijos su 

asistencia regular a clase, así como su progreso escolar. 



 

 

 

c) Respetar y hacer respetar a sus hijos las normas de organización y funcionamiento 

que rigen el centro educativo, la autoridad y las orientaciones educativas del profesorado y 

colaborar en el fomento del respeto y el pleno ejercicio de los derechos de todos los miembros 

de la comunidad educativa. 

Artículo 15. Derechos del alumnado. 

1. Todos los alumnos disfrutarán de los derechos básicos recogidos en el artículo 6.3 de 

la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, sin más distinciones que las derivadas de su edad y del 

nivel que estén cursando, conforme a las normas de convivencia y conducta establecidas por 

el centro: 

a) A recibir una formación integral que contribuya al pleno desarrollo de su personalidad. 

b) A que se respeten su identidad, integridad y dignidad personales. 

c) A que su dedicación, esfuerzo y rendimiento sean valorados y reconocidos con 

objetividad.  

d) A recibir orientación educativa y profesional. 

e) A una educación inclusiva y de calidad.  

f) A que se respete su libertad de conciencia, sus convicciones religiosas y sus 

convicciones morales, de acuerdo con la Constitución.  

g) A la protección contra toda intimidación, discriminación y situación de violencia o acoso 

escolar.  

h) A expresar sus opiniones libremente, respetando los derechos y la reputación de las 

demás personas, en el marco de las normas de convivencia del centro. 

i) A participar en el funcionamiento y en la vida del centro, de conformidad con lo 

dispuesto en las normas vigentes.  

j) A recibir las ayudas y los apoyos precisos para compensar las carencias y desventajas 

de tipo personal, familiar, económico, social y cultural, especialmente en el caso de presentar 

necesidades educativas especiales, que impidan o dificulten el acceso y la permanencia en el 

sistema educativo. 

k) A la protección social, en el ámbito educativo, en los casos de infortunio familiar o 

accidente. 

2. Los centros favorecerán igualmente el ejercicio del derecho de asociación de los 

alumnos y facilitarán el derecho de reunión de los mismos reconocidos por los artículos 7 y 8 



 

 

 

de la citada ley. 

3. Asimismo, la protección frente al acoso escolar y al ciberacoso se considera un 

derecho inalienable, que debe ser salvaguardado por toda la comunidad educativa. 

4. Sin perjuicio de estos u otros derechos que puedan corresponder al alumnado, se 

reconoce y garantiza el derecho de los alumnos a recibir la educación en un ambiente seguro 

y respetuoso. Este derecho es fundamental para el desarrollo integral de los estudiantes, 

quienes deben sentirse valorados y protegidos dentro del contexto educativo.  

5. Cuando no se respeten los derechos de los alumnos o cuando cualquier miembro de 

la comunidad educativa impida el efectivo ejercicio de los mismos y, sin perjuicio de la 

aplicación de los mecanismos de reacción que frente a su vulneración arbitra el presente 

decreto, el director adoptará las medidas que procedan conforme a lo dispuesto en la 

legislación vigente, previa audiencia de los interesados y consulta, en su caso, a otros órganos 

del centro, dando posterior comunicación al Consejo Escolar. 

Artículo 16. Deberes del alumnado. 

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 6.4 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, son 

deberes básicos de los alumnos: 

a) Estudiar y esforzarse para conseguir el máximo desarrollo según sus capacidades. 

b) Participar en las actividades formativas y, especialmente, en las escolares y 

complementarias gratuitas. 

c) Seguir las directrices del profesorado. 

d) Asistir a clase con puntualidad. 

e) Participar y colaborar en la mejora de la convivencia escolar y en la consecución de 

un adecuado clima de estudio en el centro, respetando el derecho de sus compañeros a la 

educación y la autoridad y orientaciones del profesorado. 

f) Respetar la libertad de conciencia, las convicciones religiosas y morales, y la 

diversidad, dignidad, integridad e intimidad de todos los miembros de la comunidad educativa. 

g) Respetar las normas de organización, de conducta, convivencia y disciplina del centro 

educativo. 

h) Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones del centro y materiales didácticos. 

2. Todos los alumnos están obligados a respetar al profesor en el ejercicio de sus 

funciones, a respetar su autoridad, a cumplir las normas y seguir las pautas establecidas por 



 

 

 

el profesor para hacer posible la organización del aula, el trabajo sistemático y la mejora del 

rendimiento. Este deber es esencial para garantizar un ambiente propicio para el aprendizaje 

y la convivencia. 

Artículo 17. Derechos del profesorado en el ejercicio de la función docente. 

1. Todos los docentes de la Región de Murcia, conforme a lo dispuesto en el artículo 4 

de la Ley 1/2013, de 15 de febrero, de Autoridad Docente de la Región de Murcia, gozarán de 

los siguientes derechos: 

a) Gozar del respeto y consideración hacia su persona por parte del alumnado, los 

padres, madres o tutores legales y demás miembros de la comunidad educativa. 

b) Desarrollar su tarea en un clima de orden, disciplina y convivencia que facilite el 

ejercicio de su labor docente, en el que sean respetados sus derechos y los del alumnado. 

c) Contar con la colaboración de los padres, madres o tutores legales para el 

cumplimiento de las normas de convivencia y para el reconocimiento de su autoridad. 

d) Tomar decisiones rápidas, proporcionadas y eficaces en el marco de las normas de 

convivencia del centro, que le permitan mantener el ambiente adecuado tanto en las 

actividades lectivas como en el resto de las actividades complementarias o extraescolares 

que se desarrollan por parte de los centros, así como para investigar los hechos que lo 

perturben. 

e) Disfrutar de la adecuada protección jurídica en el desarrollo de sus funciones docentes. 

f) Obtener apoyo por parte de la Administración educativa, que impulsará actuaciones 

para la dignificación social de la función docente y velará para que el docente reciba el trato, 

la consideración y el respeto que merece la labor que desempeña. Para ello se impulsarán 

programas y campañas de promoción y dignificación social del profesorado. 

2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 1/2013, de 15 de febrero, 

de Autoridad Docente de la Región de Murcia los docentes, así como los directores y demás 

miembros de los equipos directivos tendrán, en el ejercicio de las potestades de gobierno, 

docentes y disciplinarias que tengan atribuidas, la condición de autoridad docente. Además, 

los docentes de centros públicos y privados concertados tendrán, en el ejercicio de esas 

mismas potestades de gobierno, docentes y disciplinarias, la condición de autoridad pública, 

gozando de la protección y asumiendo la responsabilidad atribuida a tal condición por el 

ordenamiento jurídico. 

3. En los procedimientos de adopción de medidas correctoras, los hechos constatados 



 

 

 

por profesores y miembros del equipo directivo de los centros docentes tendrán valor 

probatorio y disfrutarán de presunción de veracidad «iuris tantum» o salvo prueba en contrario, 

sin perjuicio de las pruebas que, en defensa de los respectivos derechos o intereses, puedan 

señalar o aportar los propios alumnos. 

4. El profesorado deberá contar con la colaboración de los padres, madres o tutores 

legales en el cumplimiento de las normas de convivencia y conducta por parte de sus hijos o 

tutelados.  

Artículo 18. Deberes del profesorado en materia de convivencia escolar. 

Todo docente, en el ejercicio de su autoridad, es responsable de propiciar un buen clima 

de convivencia que permita el correcto desarrollo de las actividades educativas organizadas 

por el centro y el mantenimiento, dentro del aula, de las normas de conducta establecidas 

para llevar a cabo el proceso educativo. Por ello, tendrá el deber de respetar y de hacer que 

se respeten las normas de convivencia del centro y de corregir, en el ámbito de sus 

competencias, cualquier comportamiento que, cometido por el alumnado, atente o 

contravenga las mismas. 

Con especial atención, son deberes del profesorado en el ámbito de la convivencia escolar 

los siguientes: 

a) Respetar y hacer respetar las normas de convivencia escolar, la libertad de conciencia 

y las convicciones religiosas, ideológicas, políticas y morales, así como la integridad e 

intimidad de todos los miembros de la comunidad educativa. 

b) Cumplir los acuerdos y normas aprobados por los órganos competentes del centro 

educativo en materia de participación educativa y convivencia escolar, en el marco de la 

legislación vigente.  

c) Proporcionar al alumnado una enseñanza de calidad, igualdad y equidad, respetando 

su diversidad y fomentando un buen clima de participación y convivencia que permita el buen 

desarrollo del proceso de enseñanza-aprendizaje.  

d) Aplicar las normas de convivencia del centro de forma rápida, proporcionada y eficaz, 

para mantener un ambiente adecuado de estudio y aprendizaje durante las clases, así como 

en las actividades complementarias y extraescolares, tanto dentro como fuera del recinto 

escolar.  

e) Colaborar en la prevención, detección, intervención y resolución de las conductas 

contrarias a la convivencia y gestionar la disciplina y el orden, tomando las medidas 



 

 

 

correctoras educativas que correspondan en virtud de este decreto y de conformidad con las 

normas de convivencia del centro.  

f) Poner en conocimiento de la persona que ejerza la tutoría docente del alumnado, de 

los miembros del equipo directivo y de los progenitores o personas que ejerzan la tutoría legal, 

cuando corresponda, los incidentes relevantes en el ámbito de la convivencia escolar para 

que se puedan tomar las medidas oportunas, guardando reserva, confidencialidad y sigilo 

profesional sobre la información y circunstancias personales y familiares del alumnado, 

conforme a la normativa vigente, y sin perjuicio de prestar a su alumnado la atención inmediata 

que precise.  

g) Poner en conocimiento del equipo directivo de manera inmediata aquellas situaciones 

de violencia, maltrato o agresión que supongan un riesgo para cualquier miembro de la 

comunidad educativa.  

h) Controlar las faltas de asistencia y los retrasos del alumnado e informar a los 

progenitores o personas que ejerzan la tutoría legal, cuando el alumnado es menor, según el 

procedimiento que se establezca en las normas de convivencia del centro.  

i) Actualizarse en su formación sobre convivencia escolar así como promover 

actividades y experiencias pedagógicas de innovación educativa relacionadas con la 

convivencia escolar.  

j) La contribución a que las actividades del centro se desarrollen en un clima de respeto, 

de tolerancia, de participación y de libertad para fomentar en el alumnado los valores de la 

ciudadanía democrática.  

Artículo 19. Protección jurídica del personal docente. 

1. La Administración educativa, respecto a los docentes de los centros educativos 

públicos, adoptará las medidas oportunas para garantizar su adecuada protección y asistencia 

jurídica en los procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como 

consecuencia del ejercicio de sus funciones, ya se realicen dentro o fuera del recinto 

educativo. 

2. La responsabilidad civil derivada del ejercicio legítimo de las funciones del profesor, 

prevista en el artículo 105.1 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, quedará 

cubierta por una póliza de responsabilidad civil, defensa jurídica y asistencia extrajudicial para 

el personal docente que preste sus servicios en los centros educativos públicos dependientes 

de la Consejería con competencias en materia de educación. 



 

 

 

3. La Consejería con competencias en materia de educación tendrá para los docentes de 

los centros educativos públicos un protocolo de actuación ante situaciones de agresión, 

amenaza o denuncia, que recogerá, entre otras medidas, el apoyo psicológico individualizado, 

para favorecer el ajuste emocional y el restablecimiento del equilibrio personal, así como el 

asesoramiento legal, según el caso. 

4. Asimismo, cada centro privado concertado establecerá su propio protocolo de 

actuación ante situaciones de agresión, amenazas o denuncias para el personal docente. 

5. La protección jurídica y la cobertura de la responsabilidad civil del personal de los 

centros privados concertados se regirá conforme a su normativa sectorial específica y al 

marco contractual privado correspondiente. 

 

Capítulo V 

Protección a las víctimas de agresiones 

Artículo 20. Protocolos de actuación ante situaciones de acoso, maltrato o agresión. 

1. Los centros deberán aplicar, ante cualquier situación de presunto acoso escolar, 

maltrato o agresión el protocolo de actuación que se haya establecido a tal fin por la 

Administración educativa.  

2. En los casos de agresión o maltrato al personal del centro se deberá actuar de acuerdo 

con el protocolo específico de actuación que se haya establecido por la Administración 

educativa para los supuestos de agresiones que los docentes y el resto del personal del centro 

pudieran sufrir en el desarrollo o desempeño de sus funciones. 

Artículo 21. Protección a las víctimas. 

1. Los centros educativos adoptarán cuantas medidas sean necesarias para garantizar 

el derecho a la educación y la seguridad, integridad y dignidad personal de los alumnos que 

sean víctimas de abuso sexual, acoso, maltrato o agresión, así como de cualquier situación 

que pueda atentar contra su dignidad o integridad física o moral, aun cuando se produzca 

fuera del ámbito escolar. En el tratamiento de estas situaciones deberá primar siempre el 

interés de la víctima sobre cualquier otra consideración, dentro del marco de la legislación 

vigente sobre derechos de la infancia, protección jurídica de los menores y responsabilidad 

penal de estos y conforme al protocolo específico de actuación que se haya establecido por 

las Administraciones públicas competentes. 



 

 

 

2. Las situaciones descritas en el apartado anterior, en atención a su gravedad o 

relevancia, serán comunicadas, inmediatamente a su conocimiento, por el centro a la dirección 

general competente en materia de convivencia escolar, al Ministerio Fiscal, y en su caso, a 

los servicios sociales o de protección de menores, o a los organismos que procedan, cuando 

la víctima se pueda encontrar en una situación de indefensión o desprotección. 

3. Se podrá solicitar la ayuda e intervención de los servicios municipales, regionales o 

estatales que proceda, para prestar a las víctimas y a sus familias el apoyo psicológico, 

sanitario o social que, en su caso, pudieran precisar. 

4. Al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional vigésima de la Ley Orgánica 

2/2006, de 3 de mayo, la Administración regional facilitará que los centros educativos puedan 

prestar especial atención a los alumnos víctimas del terrorismo para que estos reciban la 

ayuda necesaria para realizar adecuadamente sus estudios. 

5. Al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional vigésimo primera de la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, la Administración regional asegurará la escolarización 

inmediata de los alumnos que se vean afectados por cambios de centro derivados de actos 

de violencia de género o acoso escolar. Igualmente, facilitará que los centros educativos 

presten especial atención a dichos alumnos. 

 

Título II 

Procedimientos para la prevención y resolución de conflictos 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 22. Ámbito de aplicación de las conductas contrarias a las normas de convivencia. 

El cumplimiento de las normas de convivencia debe extenderse a todos los ámbitos de la 

vida escolar, incluidos el comedor y el transporte escolar, como servicios complementarios del 

centro en los que se desarrollan dinámicas más distendidas y de socialización entre el 

alumnado. Aunque estos espacios cuentan con la debida vigilancia del personal responsable, 

la relajación del ambiente y la mayor libertad de movimiento pueden propiciar situaciones en 

las que algunos estudiantes intenten sustraerse al control ordinario y cometer conductas 

contrarias a las normas de convivencia. Por ello, las infracciones que se produzcan en este 

contexto deberán considerarse de especial relevancia, al haberse cometido aprovechando 

esos momentos de confianza y socialización, y conllevarán la consideración de agravante a 



 

 

 

la hora de establecer las medidas correctoras. 

Se corregirán, de acuerdo con lo dispuesto en este decreto, los actos contrarios a las 

normas de convivencia realizados por los alumnos en el recinto escolar o durante la 

realización de actividades complementarias y extraescolares o en el uso de los servicios 

complementarios del centro.  

Igualmente, podrán corregirse las actuaciones del alumnado que, aunque realizadas por 

cualquier medio o incluso fuera del recinto y horario escolar, estén motivadas o directamente 

relacionadas con la vida escolar y afecten a sus compañeros o a otros miembros de la 

comunidad educativa o impliquen riesgo para su seguridad e integridad física y moral. 

Artículo 23. Principios generales de las medidas correctoras. 

1. Las medidas correctoras que se apliquen a un alumno por el incumplimiento de las 

normas de convivencia, deberán tener un carácter educativo, recuperador de la convivencia 

y reparador de los daños ocasionados. Estas medidas deberán garantizar el respeto a los 

derechos del alumnado responsable del incumplimiento y del resto del alumnado, del 

profesorado y los demás miembros de la comunidad educativa procurando la mejora en las 

relaciones de todos los miembros de la comunidad educativa. 

2. En todo caso deberán tenerse en cuenta los siguientes criterios generales: 

a) No se podrán imponer medidas correctoras que menoscaben la integridad física o la 

dignidad personal del alumnado. 

b) La imposición de las medidas educativas correctoras atenderá al principio de 

proporcionalidad entre la conducta contraria a la convivencia y el daño causado y deberá 

contribuir a la mejora de su proceso educativo. 

c) Se valorarán la edad, situación y circunstancias personales, familiares y sociales del 

alumno, y demás factores que pudieran haber incidido en las conductas o actos contrarios a 

las normas establecidas, y, en especial, si se trata de un alumno con necesidades educativas 

especiales.  

d) Para aquellas conductas no tipificadas como conductas contrarias a la convivencia, se 

podrán utilizar estrategias para la resolución de conflictos, con carácter preventivo. 

e) Se deberán tener en cuenta, con carácter prioritario, los derechos de la mayoría de los 

miembros de la comunidad educativa y los de las víctimas de actos antisociales, de agresiones 

o de acoso. 



 

 

 

3. A los efectos de valorar la conducta del alumno o acreditar su situación o sus 

circunstancias personales, se podrán solicitar los informes que se estimen necesarios y 

recomendar, en su caso, a los padres, madres o tutores legales del alumno, o a las instancias 

públicas competentes, la adopción de las acciones o medidas que resulten más oportunas. 

Artículo 24. Reparación de daños y asunción de responsabilidades. 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 9.1 de la Ley 1/2013, de 15 de febrero, 

el alumno que, de forma individual o colectiva, cause, de forma intencionada o por negligencia, 

daños a las instalaciones, equipamientos o cualquier otro material del centro educativo, así 

como a los bienes de los miembros de la comunidad educativa, quedará obligado a reparar el 

daño causado o hacerse cargo del coste económico de su reparación o restablecimiento. 

Asimismo, deberá restituir los bienes sustraídos o reparar económicamente el valor de estos. 

2. El hecho de proceder a reparar los daños ocasionados o a devolver lo sustraído no 

exonerará al alumno de que le sea impuesta la correspondiente medida correctora. Esta 

circunstancia podrá servir para atenuar su responsabilidad conforme a lo establecido en el 

artículo 44.1.c. 

3. Los padres, madres o tutores legales de los alumnos menores de edad y los titulares 

de los centros de enseñanza asumirán la responsabilidad civil que les corresponda en los 

términos establecidos en el artículo 1903 del Código Civil. 

4. En las normas de conducta y convivencia se podrán fijar aquellos supuestos 

excepcionales, basados en razones o circunstancias que impidan el cumplimiento de lo 

dispuesto en los apartados anteriores, en los que la reparación material de los daños pueda 

sustituirse por la realización de tareas que contribuyan al mejor desarrollo de las actividades 

del centro o a la mejora del entorno ambiental del mismo. 

5. Al amparo de lo establecido en el artículo 9.2 de la citada Ley 1/2013, de 15 de febrero, 

en los casos de agresión física o moral al personal del centro causada por el alumno, se 

deberá reparar el daño moral causado mediante la petición de excusas y el reconocimiento 

de la responsabilidad de los actos, sin perjuicio de la responsabilidad civil en que haya podido 

incurrir. La petición de excusas y el reconocimiento de la responsabilidad de los actos por 

parte del agresor o su inexistencia serán consideradas como circunstancias atenuantes o 

agravantes actuando en todo caso como un elemento de modulación de la responsabilidad 

del agresor. 

Artículo 25. Inasistencia a clase. 



 

 

 

1. La evaluación continua del alumnado requiere su asistencia regular a las clases y a 

las actividades programadas para las distintas materias o áreas que constituyen el plan de 

estudios. El porcentaje de faltas de asistencia, justificadas e injustificadas, que originan la 

imposibilidad de aplicación de la evaluación continua se regirá por lo dispuesto en la normativa 

de evaluación en vigor. 

2. Se consideran faltas injustificadas de asistencia a clase o de puntualidad de un alumno, 

las que no sean justificadas de forma escrita por el interesado o por sus padres, madres o 

tutores legales, si este fuera menor de edad, y podrán ser corregidas en las condiciones que 

se establezcan en las normas de convivencia y conducta del centro y conforme a lo 

establecido en el artículo 33 del presente decreto, procurando que las medidas correctoras 

que se adopten con el alumno que presenta absentismo o riesgo de abandono escolar eviten 

que se acentúen estos problemas. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicarán los criterios para la justificación 

de faltas de asistencia establecidos en la Orden de 31 de enero de 2025 de la Consejería de 

Educación y Formación Profesional por la que se regula el Programa Regional de Prevención 

e Intervención en Absentismo Escolar y Reducción del Abandono Educativo Temprano en la 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (PRAE), o, en su caso, de la normativa que se 

dicte en sustitución de la misma.  

3. En los centros de educación de personas adultas, en los ciclos formativos de formación 

profesional, en las enseñanzas elementales y profesionales de música y danza y en las 

restantes enseñanzas de régimen especial, la inasistencia podrá suponer la anulación de 

matrícula conforme a lo establecido en su normativa específica.  

4. Cuando se detecte una situación de absentismo escolar en un menor, en edad de 

escolarización obligatoria, que no asista de forma regular a las clases, el centro educativo 

desarrollará los protocolos establecidos en la normativa sobre absentismo y abandono escolar 

que desarrolle la Consejería con competencias en materia de educación en aplicación del 

Plan Regional para la prevención e intervención en Absentismo Escolar y reducción del 

Abandono Educativo temprano así como en la legislación vigente sobre protección de 

menores y derechos de la infancia en la Región de Murcia. 

5. Conforme con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, las 

decisiones colectivas adoptadas por el alumnado a partir del tercer curso de la Educación 

Secundaria Obligatoria, con respecto a la asistencia a clase, no tendrán la consideración de 

faltas de conducta, ni conllevarán medida correctora alguna, cuando estas hayan sido el 

resultado del ejercicio del derecho de reunión y sean comunicadas previamente a la dirección 



 

 

 

del centro. 

Capítulo II 

Procedimientos preventivos y de resolución pacífica de conflictos 

Artículo 26. Procedimientos preventivos. 

1. Los centros educativos incluirán en su Plan de convivencia estrategias de prevención 

de conflictos y mejora del éxito escolar, conforme a lo especificado en el presente decreto. 

Estas estrategias irán dirigidas a: 

a) La potenciación de un adecuado clima de convivencia en el centro. 

b) El desarrollo de contenidos y habilidades en las programaciones docentes para 

garantizar la promoción de valores cívicos y democráticos. 

c) La planificación del aprendizaje para la resolución pacífica y dialogada de los 

conflictos entre el alumnado del centro. 

d) La formación del personal del centro, preferentemente, de los componentes de los 

equipos de mediación, de la comisión de convivencia, del coordinador de convivencia, 

bienestar y protección, para el correcto ejercicio de sus funciones y actuaciones en materia 

de convivencia escolar. 

e) La coordinación entre el centro, las familias y las instituciones públicas competentes 

para la adopción de medidas preventivas y educativas. 

f) El diseño del Plan de acción tutorial, con objetivos y contenidos concretos sobre 

convivencia escolar; habilidades sociales; educación en valores y aprendizajes que orienten 

las relaciones personales hacia la prevención de la violencia y la resolución pacífica de los 

conflictos. 

2. Sin perjuicio de las medidas educativas de carácter preventivo establecidas por cada 

centro educativo, los centros recogerán en sus planes de convivencia, dentro de las 

actividades programadas con el fin de fomentar un buen clima de convivencia, las actuaciones 

recogidas en materia preventiva dentro del Plan de transición entre etapas, en Educación 

Primaria y Educación Secundaria Obligatoria, así como la implantación de programas de 

acompañamiento o tutorización entre iguales.  

3. Las medidas educativas de carácter preventivo que adopten los centros habrán de ser 

razonables, adecuadas y proporcionadas y serán respetuosas con la integridad física y moral 

de los alumnos, con su dignidad personal y con el derecho al libre desarrollo de la 



 

 

 

personalidad. 

Artículo 27. Acuerdos y contratos de convivencia. 

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 121.5 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, 

los centros promoverán compromisos educativos entre las familias o tutores legales y el propio 

centro en los que se consignen las actividades que padres, profesores y alumnos se 

comprometen a desarrollar para mejorar el rendimiento académico del alumno. 

2. En aquellos casos que lo requieran, se podrán establecer acuerdos o contratos de 

convivencia que contendrán, de forma clara y precisa, los compromisos, exigencias y 

obligaciones asumidos por las familias y los alumnos cuyo comportamiento disruptivo o 

perturbador atente contra la convivencia en el centro o dificulte su propio proceso educativo y 

el de sus compañeros. El proceso se llevará a cabo por iniciativa del tutor, con la supervisión 

del jefe de estudios, que velará por su efectivo cumplimiento, y con el visto bueno del director, 

que deberá determinar la conveniencia del acuerdo. De todo ello se dejará constancia por 

escrito en el centro educativo.  

El documento en el que consten los compromisos de convivencia debe incluir al menos lo 

siguiente: 

a) La conducta que se espera del alumno. 

b) Las consecuencias que se derivan del cumplimiento o no de los acuerdos pactados. 

3. En aquellos casos en que, además del acuerdo de convivencia, ya se hubiera iniciado 

un procedimiento de aplicación de medidas correctoras, y siempre que el director del centro 

lo considere conveniente, este quedará provisionalmente suspendido. 

Si se constata el cumplimiento de lo estipulado en el acuerdo de convivencia, el director 

del centro procederá al archivo del expediente. 

4. En el caso de que se determine el incumplimiento de lo estipulado en el acuerdo de 

convivencia, el director actuará en consecuencia adoptando una de las siguientes medidas: 

a) Iniciará el proceso para la aplicación de medidas correctoras en el caso de que los 

hechos que dieron lugar a la puesta en marcha del acuerdo de convivencia sean constitutivos 

de una conducta contraria a la convivencia. 

b) Si ya se hubiera iniciado el proceso el director ordenará la continuación del mismo 

reanudándose el cómputo de los plazos previstos sin perjuicio de la adopción de las medidas 

provisionales correspondientes.  



 

 

 

5. Queda excluida la aplicación de los acuerdos y contratos de convivencia en los 

siguientes supuestos: 

a) Cuando la conducta contraria a la convivencia sea considerada por el director de una 

especial gravedad. 

b) Cuando ya se hiciese uso de esta medida preventiva en el mismo curso escolar para 

el mismo alumno.  

c) Cuando se haya incumplido por el alumno una medida correctora por una conducta 

contraria a la convivencia en el mismo curso escolar. 

d) En los casos previstos en el artículo 37.2. 

Artículo 28. Aulas de convivencia. 

1. Los centros docentes, conforme a lo que establezcan en su Plan de convivencia, 

podrán disponer de aulas de convivencia para atender, transitoria e individualmente, a 

aquellos alumnos que, con arreglo al mismo, sean destinatarios de esta medida educativa, 

bien por haberle sido impuesta una medida correctora por la comisión de faltas contra las 

normas de convivencia, o como medida para prevenir o evitar comportamientos disruptivos 

durante el desarrollo de la actividad docente, así como a la reparación de daños tras una 

acción perjudicial para la convivencia. 

2. El Plan de convivencia del centro establecerá los criterios de organización, las 

condiciones de uso, el profesorado que atenderá el aula de convivencia y las tareas 

educativas que deberá realizar el alumno durante su estancia en la misma, para evitar la 

interrupción en el proceso formativo. 

3. En las aulas de convivencia se podrán desarrollar programas específicos de 

intervención educativa orientados a la autorreflexión, la reparación del daño y la adquisición 

de habilidades sociales y emocionales que favorecen la reincorporación positiva del alumno a 

la vida escolar ordinaria. 

Artículo 29. La Mediación escolar. 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 132.f) de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 

de mayo, el director del centro favorecerá la convivencia en el centro y garantizará la 

mediación en la resolución de conflictos. La mediación escolar se utilizará como estrategia 

educativa para solucionar los conflictos entre las personas que integran la comunidad escolar, 

ya sea de forma exclusiva o complementaria con otras medidas que puedan adoptarse en 



 

 

 

cumplimiento de la legislación vigente. El director decidirá en qué casos resulta conveniente 

el uso de los procesos de mediación.  

2. La mediación escolar, que tiene carácter voluntario, es un método de resolución de 

conflictos surgidos entre dos o más personas mediante la intervención de una tercera persona 

denominada mediadora, que deberá ser imparcial y tener conocimientos en mediación. El 

principal objetivo de la mediación es analizar las necesidades de las partes en conflicto, 

regulando el proceso de comunicación en la búsqueda de una solución satisfactoria para todas 

ellas. 

3. Los centros docentes podrán favorecer la convivencia y la resolución de conflictos 

entre iguales mediante la figura del juez de paz educativo. Asimismo, podrán crear equipos 

de mediación escolar, que realizarán las funciones establecidas para los mismos en el Plan 

de convivencia. Los equipos de mediación podrán estar constituidos por cualquier miembro 

de la comunidad educativa debidamente designado y autorizado por el director del centro. 

Para formar parte del equipo de juez de paz educativo, o del equipo de mediación escolar, los 

alumnos menores de edad precisarán de la autorización de sus padres, madres o tutores 

legales. Los componentes de estos equipos podrán contar con formación específica en 

materia de conciliación, justicia restaurativa o mediación escolar según establezca la 

Administración pública 

4. La puesta en práctica del proceso de mediación no supondrá la suspensión ni la 

cancelación del procedimiento de aplicación de medidas correctoras, salvo que así lo 

determine el director del centro, que podrá suspenderlo provisionalmente, dejando constancia 

de tal circunstancia por escrito. 

5. Las actuaciones de mediación escolar podrán llevarse a cabo con carácter anticipado 

o con posterioridad a la aplicación de la medida preventiva o correctora que se hubiera 

acordado por el órgano competente para resolver. La persona mediadora comunicará por 

escrito al director del centro el resultado de la mediación, indicando cuando haya finalizado 

con acuerdo de las partes, si este se hubiera cumplido. 

6. Una vez finalizado el proceso de mediación se tendrán en cuenta las siguientes 

acciones: 

a) Si la mediación finaliza con acuerdo de las partes, en caso de haberse iniciado un 

procedimiento corrector, y una vez llevados a cabo los acuerdos alcanzados, el mediador lo 

comunicará por escrito al director y se procederá al archivo del expediente. 

b) En el caso de que la mediación finalice sin acuerdo entre las partes o se incumplan los 



 

 

 

acuerdos alcanzados, el mediador comunicará este hecho al director, que adoptará una de 

las siguientes medidas:  

i) Iniciará el proceso para la aplicación de medidas correctoras en el caso de que 

los hechos que dieron lugar a la puesta en marcha de la mediación sean constitutivos de una 

conducta contraria a la convivencia. 

ii) Si ya se hubiera iniciado el proceso, el director ordenará la continuación del 

mismo, reanudándose el cómputo de los plazos previstos sin perjuicio de la adopción de las 

medidas provisionales correspondientes.  

7. Queda excluida la aplicación de la mediación escolar en los siguientes supuestos: 

a) Cuando la conducta contraria a la convivencia sea considerada por el director de una 

especial gravedad. 

b) Cuando ya se hiciese uso de esta medida preventiva en el mismo curso escolar para 

el mismo alumno.  

c) Cuando se haya incumplido por el alumno una medida correctora por una conducta 

contraria a la convivencia en el mismo curso escolar. 

d) En los casos previstos en el artículo 37.2. 

Artículo 30. Las Prácticas restaurativas. 

1. Se entienden como prácticas restaurativas los procesos específicos para la gestión de 

conflictos y reparación de las consecuencias que hayan podido producirse tras el conflicto, 

buscando reparar el daño, restaurar las relaciones y reforzar el sentimiento de comunidad y 

grupo.  

2. Los centros educativos incluirán en su Plan de convivencia las prácticas restaurativas 

como una herramienta para la transformación pacífica de los conflictos, teniendo en cuenta 

los diversos tipos de prácticas restaurativas y su adecuación a las características de los 

grupos del alumnado. 

 

Título III 

Conductas contrarias a la convivencia. Medidas correctoras y procedimientos de 

aplicación 

Capítulo I 



 

 

 

Clasificación de las conductas contrarias a la convivencia 

Artículo 31. Conductas contrarias a la convivencia. Clasificación. 

1. Las conductas contrarias a la convivencia se clasifican en conductas perjudiciales para 

la convivencia y conductas gravemente perjudiciales para la convivencia. La tipificación de las 

mismas, así como de las medidas correctoras correspondientes, deberán figurar en las 

normas de convivencia y conducta del centro y se atendrán a lo dispuesto en el presente 

decreto. 

2. Las actuaciones correctoras de las conductas contrarias a la convivencia podrán ser: 

a) Actuaciones inmediatas, aplicables en primera instancia directamente por el 

profesorado presente, en el uso de sus capacidades y competencias y teniendo en cuenta su 

consideración de autoridad pública, a todas las conductas que perturban la convivencia en el 

centro, de conformidad con lo dispuesto en el artículo siguiente, con el objetivo principal del 

cese de la conducta, pudiendo ser acompañadas de medidas posteriores. 

b) Medidas posteriores, una vez desarrolladas las actuaciones inmediatas, y teniendo en 

cuenta la calificación posterior de la conducta, se adoptarán las medidas oportunas de 

acuerdo a lo establecido en este decreto. 

3. La aplicación de las medidas correctoras por conductas contrarias a la convivencia se 

efectuará sin perjuicio de las eventuales responsabilidades de índole penal o civil que, en su 

caso, pudieran concurrir, ya que el fundamento de la medida correctora, que es esencialmente 

educativa, es distinto al de la penal, y está basada en la seguridad y el buen orden del centro. 

Artículo 32. Actuaciones inmediatas. 

1. Las actuaciones inmediatas tienen como objetivo el cese de la conducta contraria a la 

convivencia, sin perjuicio de su calificación como perjudicial para la convivencia o gravemente 

perjudicial para la convivencia en el centro, al objeto de aplicar las medidas posteriores según 

se establece en este decreto.  

2. Con carácter inmediato a la conducta contraria a la convivencia en el centro, el 

profesorado llevará a cabo una o varias de las siguientes actuaciones:  

a) Amonestación pública o privada. 

b) Exigencia de petición pública o privada de disculpas.  

c) Situar temporalmente al alumno en un lugar determinado dentro del aula. 



 

 

 

d) Suspensión del derecho a permanecer en el lugar donde se esté llevando a cabo la 

actividad durante el tiempo que el profesorado estime, o salida a un aula de convivencia o 

comparecer inmediatamente ante Jefatura de Estudios. La suspensión de este derecho estará 

regulada en las normas de convivencia y conducta quedando garantizado, en todos los casos, 

el control del alumno y la comunicación posterior, en caso de ser necesario, a Jefatura de 

Estudios. 

e) Realización de trabajos específicos en periodos de recreo o en horario no lectivo, en 

este caso con o sin permanencia en el centro, siempre bajo la debida supervisión del alumno 

por parte del profesorado, por un periodo máximo de tres días. 

f) Retirada de los objetos o sustancias no permitidos. 

3. El profesor comunicará las actuaciones inmediatas llevadas a cabo a la persona que 

ejerza la tutoría docente del alumno, que será quien, de acuerdo con la Dirección del centro, 

determinará la oportunidad de informar a los progenitores o personas que ejerzan la tutoría 

legal del alumno.  Asimismo, el profesor trasladará a Jefatura de Estudios, en su caso, tanto 

las actuaciones especificadas en el apartado 2.d de este artículo, como aquellas situaciones 

en las que las características de la conducta, su evolución una vez llevada a cabo la actuación 

inmediata, y la posible calificación posterior, lo hagan necesario.  

  

Capítulo II 

Conductas perjudiciales para la convivencia. Tipificación y medidas correctoras 

Artículo 33. Tipificación de las conductas perjudiciales para la convivencia.  

Se consideran conductas perjudiciales para la convivencia las cometidas en el centro 

educativo o durante la realización de actividades complementarias y extraescolares y en el 

uso de los servicios complementarios del centro incluidos, entre otros, el comedor y el 

transporte escolar, así como las realizadas por cualquier medio o incluso fuera del recinto y 

horario escolar, y estén motivadas o directamente relacionadas con la vida escolar y afecten 

a sus compañeros o a otros miembros de la comunidad educativa: 

a) Las faltas injustificadas de puntualidad o de asistencia a clase. 

b) Las conductas que puedan impedir o dificultar a sus compañeros el ejercicio del 

derecho o el cumplimiento del deber del estudio. 

c) Las conductas que perturben, impidan o dificulten la labor docente. 



 

 

 

d) El incumplimiento de las normas básicas sociales de respeto y cortesía. 

e) La falta de colaboración sistemática del alumnado en la realización de las actividades 

orientadas al desarrollo del currículo o en el seguimiento de las orientaciones del profesorado 

respecto a su aprendizaje, así como la reiterada asistencia a clase sin el material necesario. 

f) El incumplimiento deliberado del deber de trasladar a los progenitores o personas que 

ejerzan la tutoría legal la información facilitada por el centro. 

g) Los daños leves causados en las instalaciones, dependencias, espacios o material del 

centro educativo, así como el deterioro de las condiciones de limpieza e higiene en cualquiera 

de los espacios en los que se desarrollen actividades educativas, transporte escolar y 

comedor escolar. 

h) Los daños leves causados en los bienes o pertenencias de los miembros de la 

comunidad educativa.  

i) La incitación o estímulo a la comisión de una conducta perjudicial para la convivencia.  

j) El incumplimiento de las normas establecidas por el centro en cuanto a indumentaria, 

higiene, alimentación, horarios y uso de instalaciones y recursos, así como aquellas otras 

establecidas en sus normas de convivencia y conducta. 

k) Cualquier otra incorrección que altere el normal desarrollo de la actividad escolar, que 

no merezca la calificación de conducta gravemente perjudicial para la convivencia.  

Artículo 34. Medidas correctoras por la comisión de conductas perjudiciales para la 

convivencia.  

1. Cualquier conducta perjudicial para la convivencia del centro llevará en todo caso 

asociada una amonestación escrita, en la que se reflejarán, al menos, los datos del alumno 

responsable de la conducta y la descripción de la misma. 

2. Las conductas perjudiciales para la convivencia en el centro serán corregidas con una 

o varias de las siguientes medidas educativas: 

a) Comparecencia inmediata ante la jefatura de estudios o el director del centro 

educativo. 

b) Realización de tareas educativas o actividades de carácter académico, dentro o fuera 

del horario lectivo, incluido el tiempo de recreo, por un periodo máximo de cinco días lectivos. 

c) Realización de tareas educativas en el aula de convivencia, o en el lugar determinado 

por el centro en su Plan de convivencia, durante un máximo de cinco días lectivos. 



 

 

 

d) Realización, dentro de la jornada escolar, incluido el tiempo de recreo, y durante un 

máximo de cinco días lectivos, de tareas específicas dirigidas a mejorar las condiciones de 

limpieza e higiene del centro como fórmula de reparación del daño causado a las 

dependencias o material del centro, o de cualquier miembro de la comunidad educativa. 

e) Suspensión del derecho a participar en alguna actividad extraescolar o 

complementaria que tenga programada el centro. 

f) Cambio de grupo por un periodo máximo de cinco días lectivos. 

g) Realización, fuera del horario lectivo y durante un máximo de cinco días, de una tarea 

o un servicio a la comunidad educativa como fórmula de reparación del daño causado.  

h) Suspensión del derecho a la utilización del transporte escolar del centro o el servicio 

de comedor durante un periodo máximo de cinco días lectivos, cuando la conducta contraria 

haya sido cometida en uno de estos servicios. 

i) Suspensión del derecho de asistencia a determinadas clases por un plazo máximo de 

cinco días lectivos. Durante el tiempo que dure la suspensión, el alumno tendrá que 

permanecer en el centro y realizar las actividades formativas que se determinen para 

garantizar la continuidad de su proceso educativo. 

j) Suspensión del derecho de asistencia al centro educativo por un plazo máximo de 

cinco días lectivos. Durante el tiempo que dure la suspensión, el alumno tendrá que realizar 

las actividades formativas que se determinen para garantizar la continuidad de su proceso 

educativo. 

3. El director impondrá las medidas correctoras previstas en el apartado anterior, 

amparado en la competencia que le atribuye el artículo 132 f) de la Ley Orgánica 2/2006, de 

3 de mayo, pudiendo delegar, según se indica a continuación: 

a) En el profesorado, para la imposición de las medidas correctoras previstas en las letras 

a), b) y c). 

b) En el tutor para la imposición de las mismas medidas que el profesorado y además 

para las previstas en las letras d) y e). 

c) En el jefe de estudios, para la imposición de todas las medidas correctoras. 

Para la adopción de las medidas correctoras anteriores deberá ser oído el alumno. 

Asimismo, si el alumno es menor de edad, en los casos de aplicación de las medidas 

correctoras h), i) y j), deberán ser oídos los padres, madres o tutores legales.  



 

 

 

Artículo 35. Ejecutividad y comunicación de las medidas correctoras. 

1. Las medidas correctoras a las que se refiere el artículo anterior por la comisión de 

conductas perjudiciales para la convivencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 124.2 de 

la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, serán inmediatamente ejecutivas. 

2. El director notificará por escrito al alumno y, si este es menor de edad, a sus padres, 

madres o tutores legales, la medida correctora aplicada. 

 

Capítulo III 

Conductas gravemente perjudiciales para la convivencia. Tipificación y medidas 

correctoras 

Artículo 36. Tipificación de las conductas gravemente perjudiciales para la convivencia. 

1. Se consideran conductas gravemente perjudiciales para la convivencia en el centro 

educativo o durante la realización de actividades complementarias y extraescolares y en el 

uso de los servicios complementarios del centro incluidos, entre otros, el comedor y el 

transporte escolar, así como las realizadas por cualquier medio o incluso fuera del recinto y 

horario escolar, y estén motivadas o directamente relacionadas con la vida escolar y afecten 

a sus compañeros o a otros miembros de la comunidad educativa las siguientes: 

a) La reiteración en un mismo curso escolar de dos conductas perjudiciales para la 

convivencia. 

b) El incumplimiento de la medida correctora adoptada ante la comisión de cualquier 

conducta contraria a la convivencia, salvo que se deba a causas ajenas al propio alumno, o, 

en su caso, la negativa a cumplir los acuerdos alcanzados en el proceso de mediación escolar 

o en los contratos de convivencia. 

c) El uso no autorizado del teléfono móvil o de cualquier dispositivo electrónico en el 

centro educativo. 

d) La captura, grabación, modificación, publicación o difusión, en cualquier medio o 

soporte, de imágenes, vídeos, audios o comentarios, vinculados a la vida escolar, que 

vulneren el derecho al honor, la dignidad de la persona, la intimidad personal y familiar o la 

propia imagen de los demás miembros de la comunidad educativa. Se incluyen aquellas 

conductas que supongan la modificación, generación o recreación de la voz o imagen personal 

por cualquier tecnología, incluidos medios informáticos, algoritmos o sistemas de inteligencia 

artificial. 



 

 

 

e) Los actos de indisciplina, desconsideración, desobediencia, amenazas, insultos, 

injurias, coacciones, falta de respeto o actitudes desafiantes, cometidos contra compañeros, 

docentes o cualquier miembro de la comunidad educativa. 

f) Las agresiones físicas o morales y actos violentos cometidos contra compañeros, 

docentes o cualquier miembro de la comunidad educativa. 

g) Las manifestaciones de odio, la discriminación, las vejaciones o humillaciones a 

compañeros, docentes o cualquier miembro de la comunidad educativa, ya sean por razón de 

nacimiento, raza, sexo, género, orientación sexual, religión, opinión, creencia, discapacidad o 

cualquier otra circunstancia personal o social. 

h) El acoso, en cualquiera de sus formas, contra compañeros, docentes o cualquier 

miembro de la comunidad educativa. 

i) Los actos que impidan la correcta evaluación del aprendizaje por parte del profesorado 

o falseen los resultados académicos. 

j) La suplantación de personalidad en actos de la vida académica y la falsificación o 

sustracción de pruebas de evaluación, documentos académicos, boletines de calificaciones o 

cualquier otro documento de notificación a los padres, madres o tutores legales, en el caso de 

alumnos menores de edad. 

k) El acceso o alteración indebidos o sin autorización a ficheros, documentación, 

servidores y dependencias del centro. 

l) Los daños graves causados en los documentos, locales o materiales del centro, 

transporte escolar, instalaciones donde se desarrollen actividades complementarias o 

extraescolares, o en los bienes de otros miembros de la comunidad educativa. 

m) La sustracción o uso no autorizado de cualquier material, recurso o bien perteneciente 

al centro educativo o a cualquier miembro de la comunidad educativa. 

n) Las conductas tipificadas como conductas perjudiciales para la convivencia del centro, 

si concurren circunstancias de colectividad o publicidad intencionada por cualquier medio. 

o) Dentro del recinto del centro educativo, en los alrededores o durante el desarrollo de 

actividades complementarias o extraescolares, el uso, la incitación al mismo, el comercio de 

objetos o sustancias perjudiciales para la salud o peligrosas para la integridad personal de los 

miembros de la comunidad educativa, así como el consumo de dichas sustancias. 

p) La incitación o el estímulo a la comisión de una conducta gravemente perjudicial para 

la convivencia. 



 

 

 

2. En el supuesto previsto en la letra c) del apartado anterior se procederá a la retirada 

del teléfono móvil o dispositivo electrónico que haya sido utilizado por el alumno, que le será 

devuelto según el procedimiento establecido en el Plan de convivencia del centro. 

3. En el supuesto de lo previsto en la letra i) del apartado 1 de este artículo, el alumno 

podrá ser corregido con alguna de las medidas correctoras previstas en el artículo 37 de este 

decreto, sin perjuicio de las consecuencias académicas conforme a lo establecido en la 

correspondiente programación docente.  

Artículo 37. Medidas correctoras por la comisión de conductas gravemente perjudiciales para 

la convivencia. 

1. Las conductas gravemente perjudiciales para la convivencia en el centro serán 

corregidas, con una o varias de las siguientes medidas educativas: 

a) Cambio de grupo por un periodo máximo comprendido entre seis días lectivos y el 

tiempo que reste hasta la finalización del curso. 

b) Realización de tareas educativas en el aula de convivencia del centro, o en su defecto 

en el lugar que se determine, durante un periodo comprendido entre seis y quince días 

lectivos. 

c) Realización, fuera del horario lectivo y durante un periodo comprendido entre seis y 

quince días lectivos, de una tarea o un servicio a la comunidad educativa como fórmula de 

reparación del daño causado. 

d) Suspensión del derecho a participar en determinadas actividades extraescolares o 

complementarias. 

e) Suspensión del derecho a la utilización del transporte escolar del centro o el servicio 

de comedor durante un periodo comprendido entre seis días lectivos y el tiempo que reste 

hasta la finalización del curso, cuando la conducta contraria haya sido cometida en uno de 

estos servicios.  

f) Suspensión del derecho de asistencia a determinadas clases durante un periodo 

comprendido entre seis y quince días lectivos. Durante el tiempo que dure la suspensión, el 

alumno tendrá que permanecer en el centro y realizar las actividades formativas que se 

determinen para garantizar la continuidad de su proceso educativo. 

g) Suspensión del derecho de asistencia al centro durante un periodo comprendido entre 

seis y treinta días lectivos. Durante el tiempo que dure la suspensión, el alumno tendrá que 

realizar las actividades formativas que se determinen para garantizar la continuidad de su 



 

 

 

proceso educativo. 

h) Cambio de centro, cuando se trate de alumnado de enseñanza obligatoria. 

i) Expulsión del centro, cuando se trate de alumnado de enseñanza no obligatoria. 

2. El acoso escolar, las agresiones, amenazas, vejaciones o insultos graves y la 

reiteración en la comisión de conductas gravemente perjudiciales para la convivencia, así 

como aquellas conductas que atenten contra la dignidad personal de otros miembros de la 

comunidad educativa, que tengan como origen o consecuencia una discriminación o acoso 

basada en el género, orientación o identidad sexual, o un origen racial, étnico, religioso, de 

creencias o de discapacidad, o que se realicen contra el alumnado más vulnerable por sus 

características personales, sociales o educativas, llevarán asociadas, como medida correctora 

la expulsión o cambio de centro. 

3. El director impondrá las medidas correctoras previstas en el apartado anterior, 

amparado en la competencia que le atribuye el artículo 132.f) de la Ley Orgánica 2/2006, de 

3 de mayo, pudiendo delegar en el jefe de estudios la imposición de las medidas correctoras 

previstas en las letras a), b), c) y d) del mismo. 

4. Para la aplicación de las medidas correctoras por la comisión de conductas 

gravemente perjudiciales para la convivencia se seguirá el procedimiento establecido en el 

capítulo IV del título III. 

Artículo 38. Acoso escolar. 

Se considera acoso escolar cualquier forma de vejación o maltrato continuados en el 

tiempo de un alumno por otro u otros, ya sea de carácter verbal, físico o psicológico, incluido 

el aislamiento o vacío social, con independencia del lugar donde se produzca. Tendrán la 

misma consideración las conductas realizadas a través de medios electrónicos, telemáticos o 

tecnológicos que tengan causa en una relación que surja en el ámbito escolar. El acoso 

escolar tendrá la consideración de conducta gravemente perjudicial para la convivencia 

escolar y llevará asociada la medida correctora expulsión o cambio de centro según lo 

indicado en el artículo 37.2 de este decreto. 

La Consejería con competencias en materia de educación establecerá el marco de 

actuación ante las situaciones de acoso escolar. 

 

Capítulo IV 

Procedimientos por conductas gravemente perjudiciales para la convivencia 



 

 

 

Artículo 39. Procedimiento abreviado. 

1. Cuando los hechos cometidos hayan sido constatados por algún docente, la autoría y 

los mismos resulten evidentes, siendo innecesario su esclarecimiento, o exista un 

reconocimiento de la autoría y los hechos cometidos por parte del autor, el órgano competente 

podrá imponer la medida correctora correspondiente, oído el alumno, de forma inmediata. 

Asimismo, si el alumno es menor de edad, en los casos de aplicación de las medidas 

correctoras e), f), g), deberán ser oídos los padres, madres o tutores legales.  

Se informará al tutor de esta medida y se dejará constancia escrita de la conducta del 

alumno que la ha motivado. 

2. El procedimiento abreviado será de aplicación para la imposición de las medidas 

correctoras establecidas en el artículo 37 de este decreto, salvo las letras h) e i), que siempre 

se tramitarán por el procedimiento ordinario. 

3. El director notificará por escrito al alumno y, si este es menor de edad, a sus padres, 

madres o tutores legales la resolución adoptada.  

4. El plazo máximo para resolver y notificar será de cinco días lectivos desde la fecha de 

inicio del procedimiento. 

Artículo 40. Procedimiento ordinario.  

1. El procedimiento ordinario será de aplicación para las conductas gravemente 

perjudiciales para la convivencia, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 39. 

2. El director del centro, una vez conocidos los hechos, en el plazo de dos días lectivos, 

ordenará la incoación del expediente y designará un instructor, que será un docente del centro, 

preferentemente el tutor. La incoación del expediente y la designación del instructor se 

comunicará al alumno, y a sus padres, madres o tutores legales cuando sea menor de edad. 

3. El instructor iniciará las actuaciones conducentes al esclarecimiento de los hechos. 

Concluida la instrucción del expediente, cuyo plazo no podrá exceder de cinco días lectivos, 

el instructor formulará la propuesta de resolución, que deberá contener una descripción 

detallada de los hechos o conductas probadas que se imputan al alumno; la tipificación de los 

mismos con arreglo a lo establecido en este decreto; las circunstancias atenuantes o 

agravantes, si las hubiere, y la medida correctora que se propone. 

4. El instructor concederá el trámite de audiencia al alumno y, si es menor de edad, 

también a sus padres, madres o tutores legales, para comunicarles la propuesta de resolución 



 

 

 

y el plazo de dos días lectivos de que dispone para alegar por escrito lo que considere 

oportuno. En caso de conformidad y renuncia a dicho plazo, se deberá formalizar por escrito. 

5. Transcurrido el plazo de alegaciones, el instructor elevará al director el expediente 

completo, incluyendo la propuesta de resolución. El director adoptará la resolución y notificará 

la misma, de acuerdo con lo previsto en el artículo 45. 

6. La resolución contendrá los hechos o conductas probados que se imputan al alumno; 

la calificación de los mismos con arreglo a lo establecido en este decreto; las circunstancias 

atenuantes o agravantes si las hubiere; los fundamentos jurídicos en que se base la medida 

correctora impuesta; el contenido de la misma, y su fecha de efectos. 

Artículo 41. Resolución del expediente. 

La resolución, que pone fin a la vía administrativa y será inmediatamente ejecutiva, se 

notificará al alumno y a  los padres, madres o tutores legales del alumno, si es menor de edad,  

El procedimiento deberá resolverse en el plazo máximo de doce días lectivos desde la 

fecha de inicio del mismo. 

Artículo 42. Medidas provisionales. 

Como medida provisional, al iniciarse el procedimiento o en cualquier momento de su 

instrucción, el director aplicará la suspensión del derecho de asistencia al centro, o a 

determinadas clases o actividades, así como cualquier otra medida de las previstas en este 

decreto. En todo caso el período de aplicación de la misma no podrá exceder del tiempo que 

previsiblemente pudiera llegar a imponerse por la conducta a la finalización del procedimiento, 

siendo computable, a efectos del cumplimiento de la medida correctora, el periodo que haya 

permanecido el alumno sujeto a la medida provisional.  

 

Capítulo V 

Disposiciones generales sobre procedimientos 

Artículo 43. Reclamaciones y recursos. 

1. Contra las decisiones por las que se impongan medidas correctoras por conductas 

perjudiciales para la convivencia no cabrá recurso alguno, por lo que serán inmediatamente 

ejecutivas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 35 de este decreto. 

2. Contra las resoluciones por las que se impongan medidas correctoras por conductas 



 

 

 

gravemente perjudiciales para la convivencia, el alumno, o sus padres, madres o tutores 

legales, en caso de ser menores de edad, podrán solicitar revisión de la decisión adoptada, 

en el plazo de dos días lectivos, a partir del siguiente en que se produjo la notificación, ante 

el Consejo Escolar del centro. El Consejo escolar, a la vista del expediente, podrá revisar la 

decisión adoptada y proponer, en su caso, las medidas oportunas, conforme a lo que 

establece el artículo 127 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo. 

El director del centro, en el plazo de dos días lectivos desde que reciba la propuesta del 

Consejo Escolar, dictará nueva resolución, ratificando dicha propuesta o motivando, en su 

caso, la desestimación de la misma, y en la que detallará los hechos o conductas probados 

que se imputan al alumno; la calificación de los mismos con arreglo a lo establecido en este 

decreto; las circunstancias atenuantes o agravantes, si las hubiere, y la medida correctora que 

proceda aplicar. 

Artículo 44. Circunstancias atenuantes y agravantes. 

A efectos de la gradación de las medidas correctoras se tendrán en cuenta las 

circunstancias atenuantes o agravantes: 

1. Se consideran circunstancias atenuantes las siguientes: 

a) El reconocimiento y arrepentimiento espontáneo de la conducta cometida, así como la 

petición pública o privada de disculpas en los casos de injurias, ofensas o alteración del 

desarrollo de las actividades del centro, si se hubiera efectuado. 

b) La ausencia de intencionalidad en el daño causado o en la perturbación de las 

actividades del centro. 

c) La reparación voluntaria e inmediata de los daños producidos, ya sean físicos o 

morales, o el ofrecimiento de actuaciones compensadoras del daño causado. 

d) El carácter ocasional de la falta en la conducta habitual del alumno. 

e) Otras circunstancias de carácter personal del alumno que puedan incidir o motivar su 

comportamiento contra las normas de convivencia del centro y, en particular, si se trata de un 

alumno con necesidades educativas especiales debidamente acreditadas que guarden 

relación con la conducta contraria a la convivencia. 

2. Se consideran circunstancias agravantes las siguientes: 

a) La premeditación. 

b) La reiteración en un mismo curso escolar de más de una conducta contraria a las 



 

 

 

normas de convivencia.  

c) El abuso de poder, de fuerza o de confianza o cuando la agresión, injuria u ofensa se 

realice contra quien se halle en situación de inferior edad, reciente incorporación al centro o 

situación de indefensión.  

d) Ante situaciones que impliquen como víctima al alumnado con necesidades educativas 

especiales, esta circunstancia será considerada como agravante, dada la vulnerabilidad de 

este alumnado. 

e) Actuar con alevosía o ensañamiento. 

f) El uso de la violencia, de actitudes amenazadoras o desafiantes, de menosprecio 

continuado o de acoso dentro o fuera del centro.  

g) La naturaleza y especial entidad de los perjuicios causados al centro o a cualquiera de 

los miembros de la comunidad educativa. 

h) Los actos realizados en grupo que atenten contra los derechos de cualquier miembro 

de la comunidad educativa. 

i) Conductas cometidas en situaciones donde se propician dinámicas más distendidas y 

de socialización entre el alumnado, tipo servicios complementarios, recreo, etc. 

3. En el caso de que concurran circunstancias atenuantes y agravantes ambas podrán 

compensarse a la hora de decidir las medidas correctoras que se vayan a adoptar. 

Artículo 45. Comunicaciones. 

1. Las comunicaciones relacionadas con los procedimientos preventivos o correctivos 

establecidos en este decreto se realizarán a través de los medios utilizados ordinariamente 

por el centro para comunicarse con el alumnado y sus familias, quedando constancia de su 

remisión y fecha por cualquier medio de comunicación inmediata que permita dejar constancia 

fehaciente de haberse realizado y de su fecha. 

2. En el procedimiento de aplicación de medidas correctoras, la incomparecencia sin 

causa justificada del padre, madre o tutor legal, si el alumno es menor de edad, o bien la 

negativa a recibir comunicaciones o notificaciones, no impedirá la continuación del 

procedimiento y la adopción de la medida correctora que proceda, dejando constancia en el 

expediente de esta circunstancia. 

Artículo 46. Plazos de prescripción. 

Las conductas perjudiciales para la convivencia prescribirán en el plazo de treinta días y 



 

 

 

las conductas gravemente perjudiciales para la convivencia a los noventa días contados a 

partir de la fecha en que los hechos se hubieran producido. 

Las medidas correctoras impuestas por conductas perjudiciales para la convivencia 

prescribirán en el plazo de treinta días y en todo caso, a la finalización del curso escolar y las 

medidas impuestas por conductas gravemente perjudiciales prescribirán en el plazo de doce 

meses. 

Las medidas correctoras impuestas por conductas gravemente perjudiciales, siempre que 

con arreglo a lo dispuesto en el apartado anterior no hayan prescrito, se podrán cumplir en el 

curso escolar siguiente a aquel en que se hayan impuesto o en otro centro educativo, cuando 

se haya cambiado de centro. 

Los plazos del apartado anterior se contarán a partir de la fecha en que la medida 

correctora se hubiera comunicado al interesado, excluyéndose los períodos no lectivos y de 

vacaciones escolares del cómputo de los plazos. 

Los anteriores plazos de prescripción de las conductas contrarias a la convivencia y de las 

medidas correctoras se interrumpirán cuando se haya acordado la suspensión del 

procedimiento o la aplicación efectiva de las medidas correctoras ya impuestas, como 

consecuencia de la apertura del proceso de mediación o se haya suscrito un acuerdo o 

contrato de convivencia.  

Artículo 47. Ejecutividad de las medidas correctoras. 

Las medidas correctoras por conductas gravemente perjudiciales para la convivencia no 

se ejecutarán hasta que transcurra el plazo de dos días lectivos para solicitar la revisión de la 

misma ante el Consejo Escolar, o se resuelva expresamente, en su caso, la misma por el 

director. 

Artículo 48. Abstención y recusación. 

1. El director, el jefe de estudios o cualquiera de los profesores que, conforme a lo 

dispuesto en este decreto intervengan en el procedimiento de aplicación de medidas 

correctoras, en quienes concurra alguno de los motivos de abstención en el procedimiento 

previstos en el artículo 23 de Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector 

Público, se abstendrán de intervenir y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá 

lo procedente. 

2. El alumno y, en su caso, sus padres, madres o tutores legales podrán solicitar la 

recusación de los mismos de acuerdo con lo previsto en el artículo 24 de la citada Ley 40/2015, 



 

 

 

de 1 de octubre. 

Disposición adicional primera. Aplicación en centros privados concertados. 

En los centros docentes privados concertados, la aplicación de aquellos preceptos relativos 

a las competencias de los órganos colegiados y unipersonales se adaptará a lo dispuesto en 

los artículos 54 y siguientes de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho 

a la Educación, respetando las competencias del titular con los límites que establece la Ley 

Orgánica 2/2006, de 3 de mayo. 

Disposición adicional segunda. Adaptación a determinados centros educativos y enseñanzas. 

1. Lo dispuesto en este decreto se aplicará en los centros de Educación Infantil, 

Educación Primaria y Educación Especial con las adaptaciones precisas a las características 

y edad de los alumnos y a la normativa específica de estos centros. 

2. Igualmente se aplicará este decreto, con las adaptaciones que se regulen en las 

normas de convivencia y conducta del centro, a las escuelas oficiales de idiomas, centros de 

educación de personas adultas, de estudios nocturnos o estudios superiores de enseñanzas 

artísticas o niveles superiores de enseñanzas deportivas, así como a todos los casos en que 

los alumnos sean mayores de edad. 

3. Lo establecido en el artículo 6 de este decreto no será de aplicación en los centros que 

imparten enseñanzas de régimen especial y los centros de educación de personas adultas. 

Disposición adicional tercera. Aplicación informática. 

Todas las medidas correctoras aplicadas por los centros educativos deberán ser 

registradas en la aplicación de gestión académica de los centros docentes (Plumier XXI). 

Disposición adicional cuarta. Referencia de género. 

Todas las denominaciones o referencias contenidas en el presente decreto, así como 

cualesquiera otras menciones que en la misma se expresan en género masculino, se 

entenderán realizadas y se utilizarán indistintamente en género masculino y femenino, según 

el sexo de la persona que se tenga por interesada a la que haga referencia. 

Disposición transitoria primera. Periodo de adaptación. 

En el plazo de seis meses, contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, 

los centros docentes sostenidos con fondos públicos adecuarán y adaptarán sus planes de 

convivencia y reglamentos de régimen interior a lo dispuesto en el mismo y elaborarán las 



 

 

 

normas de convivencia y conducta, incluyéndolas en los citados planes. 

Disposición transitoria segunda. Régimen de los expedientes de aplicación de medidas 

correctoras. 

A los expedientes ya iniciados les será de aplicación la normativa vigente en el momento 

en que se iniciaron, salvo que la del presente decreto sea más favorable para el interesado, 

en cuyo caso le será de aplicación. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Queda derogado el Decreto 16/2016, de 9 de marzo, por el que se establecen las normas 

de convivencia en los centros docentes no universitarios sostenidos con fondos públicos de 

la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

Asimismo, quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se 

opongan a lo establecido en este decreto. 

Disposición final única. Entrada en vigor. 

El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín 

Oficial de la Región de Murcia”. 

Dado en Murcia, a xxx de xxxxx de 2026. —El Presidente, Fernando López Miras.— El 

Consejero de Educación y Formación Profesional, Víctor Javier Marín Navarro. 

 

 


